
2. El segundo motivo se divide en dos partes. En la primera parte, la Comisión alega un error de Derecho en la 
interpretación del artículo 1 quinquies del Estatuto, en el sentido de que una limitación en la elección de la segunda 
lengua no es necesariamente una discriminación, sino que puede ser justificada a la luz de un objetivo general, como es 
el interés del servicio en el ámbito de la política de personal. En la segunda parte, la Comisión sostiene que el Tribunal 
General incumplió la obligación de motivación, ya que al intentar justificar la limitación impuesta a la elección de la 
segunda lengua, en la sentencia recurrida tiene exclusivamente en cuenta las convocatorias de oposición, cuando 
también debería haber tenido en cuenta las disposiciones de las normas generales.

3. El tercer motivo se divide en tres partes. En la primera parte, la Comisión alega que el Tribunal General no podía 
sostener, sin incurrir en error en la interpretación del artículo 28, letra f), del Estatuto, que los requisitos de capacidad 
lingüística no formaran pate de la competencia de los candidatos, contemplada en el artículo 27 del Estatuto. En la 
segunda parte, la Comisión considera que el Tribunal General determinó erróneamente el alcance del propio control 
jurisdiccional, que, a su juicio, se debería haber limitado al examen del error manifiesto de apreciación o de trato 
arbitrario. En la tercera parte, la Comisión argumenta que el Tribunal General se excedió en el ejercicio de su facultad de 
control, al examinar en cuanto al fondo la decisión de no introducir otras lenguas, además de las indicadas en las 
convocatorias (inglés, francés y alemán), y adoptar, en consecuencia, una decisión que competía a la administración.

4. En el cuarto motivo de casación, la Comisión alega que el Tribunal General incurrió en error de Derecho en la 
interpretación del artículo 2 del Reglamento n.o 1/58, puesto que consideró que las comunicaciones entre EPSO y los 
candidatos estaban comprendidas en el ámbito de aplicación de dicha norma, excluyendo cualquier posibilidad de 
limitar la elección de la segunda lengua. En cambio, a juicio de la Comisión, la posibilidad de introducir tal límite resulta 
del artículo 1 quinquies, apartados 5 y 6, del Estatuto, que también es aplicable a los candidatos a una oposición.

Petición de decisión prejudicial planteada por el Sø- og Handelsretten (Dinamarca) el 7 de diciembre 
de 2016 — Ernst & Young P/S/Konkurrencerådet

(Asunto C-633/16)

(2017/C 046/19)

Lengua de procedimiento: danés

Órgano jurisdiccional remitente

Sø- og Handelsretten

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Ernst & Young P/S

Demandada: Konkurrencerådet

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Qué criterios deben aplicarse para determinar si una conducta o actuación empresarial que está encaminada a una 
concentración queda comprendida en el ámbito de la prohibición del artículo 7, apartado 1, del Reglamento del Consejo 
n.o 139/2004 (1) sobre el control de las concentraciones entre empresas (prohibición de ejecución anticipada)? ¿Cabe 
entender que la actuación ejecutoria, en el sentido del artículo 7, apartado 1, presupone que la actuación, en todo o en 
parte, de hecho o de Derecho, constituye un efectivo cambio de control o una continuación conjunta de las actividades 
de las sociedades participantes que —de alcanzar el umbral cuantitativo— daría lugar a la obligación de notificación?

2) ¿Es posible que la resolución de un contrato de cooperación, como el del caso que nos ocupa, que se anunció en las 
circunstancias que se describen en la petición de decisión prejudicial, constituya una actuación ejecutoria comprendida 
en la prohibición del artículo 7, apartado 1, del Reglamento del Consejo n.o 139/2004? ¿Qué criterios han de aplicarse 
en tal supuesto al tomar una decisión?

3) ¿Influye en la respuesta a la segunda cuestión el que la citada resolución produzca o no efectos reales en el mercado 
relevantes para el Derecho de la competencia?
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4) En caso de respuesta afirmativa a la tercera cuestión, se solicita aclaración sobre los criterios y el grado de probabilidad 
que se han de aplicar para decidir, en el caso concreto, si la resolución produce dichos efectos en el mercado, tomando 
en consideración la significancia de la posibilidad de que tales efectos puedan atribuirse a causas ajenas.

(1) Reglamento (CE) n.o 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el control de las concentraciones entre empresas 
(DO 2004 L 24, p. 1).

Petición de decisión prejudicial presentada por el Juzgado Contencioso-Administrativo de Pamplona 
(España) el 9 de diciembre de 2016– Wilber López Pastuzano/Delegación del Gobierno Central en 

Navarra

(Asunto C-636/16)

(2017/C 046/20)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente

Juzgado Contencioso-Administrativo de Pamplona

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Wilber López Pastuzano

Demandada: Delegación del Gobierno Central en Navarra

Cuestión prejudicial

El artículo 12 de la Directiva 2003/109/CE del Consejo (1), de 25 de noviembre de 2003, relativa al Estatuto de los 
nacionales de terceros países residentes de larga duración, ¿debe ser interpretado en el sentido de que se opone a una 
normativa nacional como la considerada en el pleito principal, y la jurisprudencia que la interpreta, que no prevé la 
aplicación de los requisitos de protección contra la expulsión de un ciudadano extranjero residente de larga duración 
respecto de toda decisión administrativa de expulsión, cualquiera que sea la naturaleza o modalidad jurídica de la misma, 
sino que limita al ámbito de aplicación de tales requisitos solamente a una concreta modalidad de expulsión? 

(1) DO 2004, L 16, p. 44
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